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Abogados de Connecticut ayudan a agentes del FBI 
luego de que el Departamento de Justicia exigiera 
los nombres de los investigadores del 6 de enero

BRIDGEPORT /CT INSI-
DER— Los agentes del FBI 
que enfrentan el escrutinio 
del Departamento de Justicia 
por ser parte de las investi-
gaciones que involucraron al 
expresidente republicano Do-
nald Trump están recibiendo 
ayuda pro bono de un par de ex 
fiscales federales convertidos 
en abogados privados locales.

“Sé que nuestra firma es 
muy conocida en Connecti-
cut, pero ¿quién pensaría que 
seríamos nosotros los (invo-
lucrados)?” reconoció uno de 
esos abogados, Christopher 
Mattei. “Pero la comunidad de 
aplicación de la ley es bastante 
pequeña y muy unida”.

Mattei trabaja para Koskoff 
Koskoff & Bieder, con sede en 
el centro de la ciudad. Él y su 
colega Margaret Donovan, una 
abogada asociada, presentaron 
el martes una orden de restric-
ción temporal para que la Aso-
ciación de Agentes del Buró 
Federal de Investigaciones y 
algunos miembros anónimos 
bloqueen lo que temen que 
sea una “publicación pública 
masiva de nombres de agentes 
y empleados del FBI” por par-
te de la administración Trump.

“Nunca imaginé que el FBI 
o el Departamento de Justicia 
estarían en este tipo de posi-
ción”, dijo el miércoles Mattei, 
ex fiscal federal de Connec-
ticut, sobre la controversia 
nacional, una de las muchas 
que han estallado desde que 
Trump asumió nuevamente 
el cargo el 20 de enero.

El viernes se conoció que 
el Departamento de Justicia de 
Trump había exigido al FBI los 
nombres, cargos y títulos de 
todos los empleados involu-
crados en las investigaciones 
del ataque del 6 de enero de 
2021 al Capitolio de Estados 
Unidos por parte de partida-
rios de Trump que intentaban 
mantener al republicano en 

el poder. En ese momento, 
Trump había perdido su candi-
datura a un segundo mandato 
consecutivo de cuatro años 
ante el demócrata Joe Biden.

La asociación de agentes 
dijo en un comunicado de 
prensa el martes que “hay 
pruebas claras de que el De-
partamento de Justicia tiene 
la intención de revelar pública-
mente los nombres de los em-
pleados que planea degradar, 
transferir o despedir, aparen-
temente como una forma de 
represalia o estigmatización”.

Mattei dijo que los infor-
mes sobre la recopilación 
de información del Depar-
tamento de Justicia, junto 
con “muchas declaraciones 
públicas que la gente de la 
administración (de Trump) ha 
estado haciendo... realmente 
causaron mucha alarma dentro 
de la comunidad policial”. Y él 
y Donovan, como exalumnos 
del Departamento de Justi-
cia (ella también es ex fiscal 
de los Estados Unidos para 
Connecticut), participaron en 
“conversaciones durante el 
fin de semana” sobre cómo 

ayudar a “miles de agentes 
que pueden estar en la mira”.

“Las conversaciones 
iniciales fueron... ‘Esta es 
una situación de emergencia 
potencial, ¿qué deberíamos 
hacer aquí?’”, recordó Mattei.

Y cuando la asociación 
de agentes decidió seguir 
adelante con una orden de 
restricción temporal, Mattei 
y Donovan tomaron el caso de 
forma gratuita.

“No quiero sonar dema-
siado cursi, pero estas son 
personas que nos protegen 
todos los días y estaban en una 
posición en la que no tenían a 
nadie que los protegiera de 
algunas fuerzas muy pode-
rosas”, explicó Mattei. “Así 
que teníamos la capacidad de 
hacerlo, queríamos hacerlo”.

En 2015, Mattei dejó su 
trabajo como fiscal adjunto de 
los Estados Unidos para Con-
necticut a cargo de la unidad de 
fraude financiero y corrupción 
pública para unirse a Koskoff. 
Mientras trabajaba para el 
gobierno federal, procesó 
con éxito al exgobernador 
republicano John Rowland por 

fraude electoral y a dos socios 
políticos del demócrata Chris 
Donovan, expresidente de la 
Cámara de Representantes 
de Connecticut, por aceptar 
pagos ilegales en un intento de 
eliminar un impuesto al tabaco 
propuesto.

Y Margaret Donovan, que 
no tiene relación con Chris 
Donovan, fue contratada por 
Koskoff en 2024 después de 
trabajar durante media docena 
de años como fiscal federal 
adjunta en Connecticut. Según 
su biografía en línea, los casos 
federales de Donovan “se cen-
traron en procesamientos por 
armas de fuego, terrorismo 
doméstico y delitos violentos” 
y también es una veterana 
del ejército que sirvió en 
despliegues de combate en 
Irak y Siria.

Mattei no es ajeno a las 
batallas judiciales de alto perfil 
con implicaciones nacionales. 
Recientemente también fue 
uno de los abogados de Koskof 
que representó a las familias 
de las víctimas del tiroteo 
masivo en la escuela Sandy 
Hook en 2012 en su exitosa 

demanda por difamación con-
tra el fundador de InfoWars, 
Alex Jones.

Y Mattei también sabe de 
política. Después de sopesar 
inicialmente la posibilidad de 
postularse a gobernador en 
2018, se postuló para fiscal ge-
neral, perdiendo una primaria 
demócrata a tres bandas frente 
a William Tong.

Tras las afirmaciones de 
las asociaciones de agentes, 
el fiscal general adjunto de 
Estados Unidos, Emil Bove, 
escribió en un memoran-
do que el personal del FBI 
“que simplemente siguió las 
órdenes y llevó a cabo sus 
deberes de manera ética” 
en la investigación del 6 de 
enero de 2021 no corre el 
riesgo de ser despedido. Pero 
no proporcionó garantías para 
ningún agente que haya actua-
do “con intenciones corruptas 
o partidistas”.

Mattei respondió: “En lo 
que nos vamos a basar es en 
lo que vengan y digan en el 
tribunal. “Si lo que el fiscal 
general quiso decir con ese 
correo electrónico fue que el 
Departamento de Justicia y el 
FBI van a observar la ley en lo 
que respecta a cómo se evalúa 
y disciplina a los empleados 

del FBI, estamos muy conten-
tos con eso”.

¿Y si Trump, conocido 
por sus diatribas en las redes 
sociales, decide publicar los 
nombres por su cuenta?

“Si alguien violara una 
orden judicial, obviamente 
estaría sujeto a sanciones pe-
nales por parte del tribunal”, 
dijo Mattei.

Pero, aludiendo a la contro-
vertida decisión del año pasado 
de la Corte Superior de Estados 
Unidos sobre la inmunidad 
presidencial en los procesos pe-
nales, agregó: “Hay preguntas 
reales sobre el grado de inmu-
nidad del propio presidente. Si 
Dios quiere, no será necesario 
ponerlo a prueba”.

Mattei concluyó que los 
agentes del FBI a los que está 
ayudando a representar “no 
quieren verse involucrados en 
la política”.

“Por eso, lo que quiero que 
la gente entienda es que esta 
demanda fue un último recurso 
y que los agentes del FBI están 
firmes en que harán su trabajo 
y se asegurarán de que su gen-
te esté protegida de represalias 
políticas”, dijo Mattei. “Me 
siento muy afortunado de que 
nos hayan pedido que hagamos 
ese trabajo por ellos”.

Foto Archivo: El abogado Chris Mattei señala una pizarra blanca en la que había escrito durante las 
declaraciones fi nales en el juicio por daños y perjuicios por difamación de Alex Jones en Sandy 
Hook en el Tribunal Superior de Waterbury, Connecticut. H John Voorhees III/Associated Press

Christ Mattei, a la izquierda, abogado principal de las familias 
de Sandy Hook que demandaron a Alex Jones en Connecticut, 

interroga a Jones durante un juicio por indemnización por 
difamación en octubre de 2022 en Waterbury, Connecticut. 
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‘NO ES SUFICIENTE’: la propuesta presupuestaria 

del gobernador Lamont preocupa a algunos 
líderes y defensores de la educación estatal
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de acceso muy exitosa para 
la educación superior para 
familias de ingresos medios 
y bajos”, dijo. “Y eso será una 
gran prioridad”.

Slap dijo que finalmente 
averiguarían si las asignacio-
nes para la educación superior 
eran lo suficientemente ade-
cuadas a través del proceso de 
audiencia pública. “Mi temor 
es que no lo sea”, dijo.

El Proyecto de Finanzas 
Estatales y Escolares, una 
organización sin fines de 
lucro que aboga por una 
financiación de la educación 
más equitativa en Connec-
ticut, emitió un comunicado 
el miércoles aplaudiendo las 
propuestas de Lamont so-
bre una dotación preescolar 
universal, fondos adicionales 
para la educación especial 
y el cumplimiento de una 
implementación acelerada de 
la fórmula ECS, pero agregó 

que se necesitaba más trabajo.
“Con el presupuesto del 

gobernador, decenas de miles 
de estudiantes de Connecticut 
aún no recibirán la financiación 
completa en función de sus 
necesidades de aprendizaje”, 
dijo la directora ejecutiva de la 
organización, Lisa Hammers-
ley, en un comunicado.

En general, Slap, como 
muchos defensores, calificó 
las propuestas de Lamont so-
bre educación como “un buen 
comienzo”.


